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Prólogo 

En el año 2010, el texto constitucional de República Dominicana 
fue objeto de una reforma universal que demandó la posterior refor-
mulación o adaptación de todo el andamiaje estatal: Poder Ejecutivo, 
Poder Legislativo, Poder Judicial, gobierno local, sistema financiero, 
sistema de seguridad y defensa y sistema electoral.

En el marco del sistema electoral, la nueva Constitución de Repú-
blica dedica un capítulo a los partidos políticos. Su intención al respec-
to no es estrictamente reglamentar, sino sentar principios y objetivos. 
Es así que señala tres fines esenciales a los partidos, agrupaciones y 
movimientos políticos:

1)	 Garantizar la participación de los ciudadanos en los procesos 
políticos que contribuyan al fortalecimiento de la democracia.

2)	 Contribuir, en igualdad de condiciones, a la formación y mani-
festación de la voluntad ciudadana, respetando el pluralismo político 
expresado mediante la propuesta de candidaturas a los cargos de elec-
ción popular.

3)	 Servir al interés nacional, al bienestar colectivo y al desarrollo 
integral de la sociedad dominicana.

Actualmente, y en el contexto del pasado proceso electoral, con el 
telón de fondo de las nuevas instituciones y adaptaciones requeridas 
por la Constitución de República Dominicana, el debate sobre la ur-
gencia de una ley que regule los partidos políticos ha resurgido. Todo 
parece indicar que las condiciones están dadas para la aprobación de 
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una normativa que, en distintas versiones, lleva más de diez años estan-
cada en el Congreso Nacional.

El Observatorio Político Dominicano desea contribuir a la discu-
sión y aprobación de una ley de partidos y agrupaciones políticas que 
responda a las necesidades del país, enriquecida con las prácticas exito-
sas de países cercanos, con marcos sociopolíticos y culturales semejan-
tes. Es la razón de ser de este Cuaderno No. 1 de la Unidad de Partidos 
Políticos.

El cuaderno analiza aspectos claves de la legislación dominicana y 
latinoamericana sobre partidos políticos. Sin pretender analizar todas 
las aristas, se tratan temas muy específicos que han sido el centro del 
debate de la opinión pública por más de diez años; se abordan aspectos 
identificados con la raíz de lo que algunos consideran el progresivo 
distanciamiento entre partidos políticos y sociedad, y que otros, más 
recientemente, señalan como causas del magro desempeño de partidos 
y agrupaciones políticas en alcanzar los principios y fines que les traza 
la actual Constitución de la República.

Se es consciente de que la imposición de normativas, por más rígi-
das que sean, no terminará por golpe de magia con situaciones de arrai-
gadas raíces culturales, económicas y sociales. El país conoce al dedillo 
el desfase entre la formalidad de las leyes y la práctica real. Por otra 
parte, se sabe que sobrelegislar puede dar al traste con la autonomía 
misma de los partidos políticos. En este difícil equilibrio se maneja bri-
llantemente Omar Pérez en este importante aporte a la formulación de 
una ley de partidos y agrupaciones políticas en República Dominicana.

Julián Valdés
Director Observatorio Político Dominicano



Introducción

En el año 2011, la Junta Central Electoral (jce) sometió al Congre-
so un nuevo Proyecto de Ley de Partidos y Agrupaciones Políticas que 
se suma a un conjunto de esfuerzos realizado desde hace más de una 
década en busca de lograr una legislación exclusiva para los partidos 
separada de la Ley Electoral.

Esta nueva propuesta no es la única, pero es la que más optimismo 
ha generado respecto a su aprobación y es el punto de partida de los 
trabajos de la comisión bicameral del Congreso, de la cual se espera un 
proyecto definitivo. Seis meses después de la presentación del nuevo 
proyecto en cuestión, la jce introdujo una Propuesta de Reforma a la 
Ley Electoral, elaborada con la asesoría de la Organización de Estados 
Americanos (oea). 

En el contexto de reforma que actualmente vive República Domi-
nicana, conviene el conocimiento de las soluciones adoptadas por paí-
ses cercanos. Teniendo esto cuenta, en septiembre de 2012 el Obser-
vatorio Político Dominicano (opd) inició la publicación de una serie 
de artículos en el diario El Caribe, enfocados en la propuesta de marco 
legal que constituyen ambos proyectos del órgano electoral, pero abor-
dando en el segundo sólo las interacciones con la regulación directa a 
los partidos. 

El presente cuaderno agrupa los análisis hechos en esas publicacio-
nes y contiene nuevos elementos que enriquecen el contenido o facili-
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tan su comprensión. Varios de los aspectos de regulación que han pro-
tagonizado el debate nacional fueron tratados de manera comparativa.

Como señala el doctor Valdés en el prólogo, el aporte es modesto: 
primero porque no pretende cubrir la totalidad de temas que entraña 
el proceso de reforma y el contenido de las propuestas; segundo, por su 
naturaleza sinóptica se limita, salvo pocas excepciones, al aspecto for-
mal de la regulación a los partidos y deja de lado el análisis sociológico 
jurídico. 

Sin embargo, el esfuerzo se justifica en la elaboración de una herra-
mienta que responde de forma rápida algunas de las interrogantes de 
los actores involucrados en la reforma y del público en general.  

Cabe señalar que los esfuerzos comparativos en materia electoral y 
de partidos tienen importantes precedentes. Debe destacarse la compi-
lación de trabajos dirigida por Nohlen, Zovatto, Orosco y Thompson 
(2007), que ha servido como una guía inicial para la elaboración de 
los análisis realizados. La consulta directa de la legislación vigente en 
cada país ha permitido que este trabajo no se limite a la selección y 
combinación de variables por ellos utilizadas.

Se tuvo el cuidado de asegurar la actualidad de las legislaciones 
consultadas. De esa forma, incluso las modificaciones ocurridas hasta 
octubre del año 2012 han sido tomadas en cuenta, de donde emanan 
diferencias con trabajos anteriores.

Otro factor es que cada capítulo inicia con un análisis del marco 
legal vigente en República Dominicana y de lo propuesto por la jce, 
lo que permite dividirlo en dos partes: primero se conoce y compara 
el actual marco legal con lo propuesto por la jce; segundo, se analizan 
los componentes con la legislación en vigor en 17 países de América 
Latina. Cuba y Puerto Rico no han sido considerados debido a sus ca-
racterísticas particulares. 

Los seis capítulos contenidos en el texto tratan temas diversos. Fue-
ron elegidos, en primer lugar, por el grado de presencia en los debates 
registrados en la opinión pública y todos ellos guardan alguna relación 
con la competencia electoral, toda vez que condicionan las estrategias 
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de los partidos, circunstancia que cumple el rol de elemento cohesio-
nante entre ellos.

El capítulo uno aborda los requisitos para el mantenimiento de la 
personalidad jurídica de los partidos. El dos estudia, de una forma muy 
general, las previsiones sobre los procesos para la selección de candida-
tos, mientras que el capítulo tres analiza la cuota femenina.

Los capítulos cuatro, cinco y seis están fuertemente entrelazados: 
abordan la mayor parte de lo que es considerado financiamiento a 
la política, esto es la subvención directa a los partidos, la regulación 
al financiamiento privado y el acceso a los medios de comunicación. 
Queda pendiente analizar el financiamiento exclusivamente electoral 
en los países latinoamericanos, ninguno de los cuales comparte la sim-
pleza de la fórmula aplicada por la legislación dominicana, que consiste 
principalmente en duplicar el fondo partidario en los años electorales, 
excepto México, que incrementa dicha partida en 60%. 

I. La pérdida de personería jurídica de los partidos políticos 

Las condiciones para el mantenimiento de la personalidad jurídi-
ca de los partidos políticos están fuertemente vinculadas con las es-
trategias de los mismos durante los períodos electorales y, en especial, 
con las relaciones entre partidos grandes y pequeños. Por esta razón, 
la extinción de esta condición es uno de los puntos más debatidos del 
proyecto de la Junta Central Electoral.

Los requisitos que establece la legislación condicionan las estrate-
gias de los partidos durante el período electoral y modificarlos tiene 
implicaciones en la vida de los partidos, como quedó demostrado con 
la reforma constitucional colombiana de 2003. En ese orden, Giraldo 
y López (2006) señalan la forma en que un aumento en los umbrales 
exigidos conllevó a que en ocasión de las elecciones legislativas co-
lombianas de 2006, de los 23 partidos que obtuvieron escaños en la 
Cámara de Representantes, diez perdieran su personalidad jurídica. 

Por ejemplo, la configuración de las alianzas se ve particularmen-
te afectada por tales previsiones. En el caso dominicano, los partidos 
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pequeños han llenado los requisitos de ley casi siempre a través de 
alianzas con los partidos grandes. Por todo lo anterior, el tema reviste 
importancia para la competencia política y la oferta electoral. 

Extinción de la personalidad jurídica de los partidos en República 
Dominicana

En la Ley Electoral No. 275-97 y en el Proyecto de Ley de Partidos 
de la JCE, como en la mayoría de las legislaciones de la región, se iden-
tifican como principales requisitos para que los partidos mantengan su 
reconocimiento:

a) una cantidad mínima de votos (cláusula de exclusión),
b) una representación en el Congreso y/o los municipios y
c) presentarse periódicamente a las elecciones.
El Proyecto de Ley de Partidos y Agrupaciones Políticas mantiene 

el umbral de 2% de los votos válidos emitidos en las últimas elecciones 
como requisito para que los partidos mantengan su reconocimiento. Los 
partidos emergentes han solicitado que dicho umbral sea reducido a 1%.

El proyecto mantiene como causa de extinción la no concurrencia 
a dos procesos electorales consecutivos. 

Un cambio en el proyecto de la jce que favorece a los partidos 
emergentes es que estos solo perderían su personalidad jurídica si no 
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alcanzan el umbral establecido en dos elecciones consecutivas. Sin em-
bargo, eliminar la representación municipal como condición para el 
mantenimiento de la personalidad jurídica desfavorece a los partidos 
pequeños, pues son varios los que han sustentado –y sustentan hoy– su 
reconocimiento en el hecho de haber obtenido alguna alcaldía, regi-
duría o incluso en contar con un director de distrito o vocal en una 
junta municipal.

Cabe destacar que los requisitos “cantidad mínima de votos” y “re-
presentación exigida” tienen carácter supletorio, es decir que basta 
cumplir uno de ellos para preservar el reconocimiento ante la jce.

Extinción de la personalidad de los partidos en América Latina
De los diecisiete países de América Latina observados en este aná-

lisis, catorce (82%) incluyen en su legislación la exigencia de una 
cantidad mínima de votos, sin cuya obtención un partido pierde su 
reconocimiento. Sólo las legislaciones de Uruguay, Venezuela y Brasil 
no disponen al respecto. 

De esos catorce países, el umbral es una cifra absoluta en El Salva-
dor y Costa Rica, mientras en los doce restantes es un porcentaje: en 
diez naciones está referido a la cantidad de votos válidos; en Argentina, 
a un porcentaje de inscritos en el padrón, y en México, a la cantidad 
de votos emitidos. 

En cuanto a las exigencias de votos válidos para que los partidos 
mantengan el reconocimiento, la media latinoamericana, sin incluir 
República Dominicana, es 3.4%1, es decir, 1.4 puntos mayor que la 
legislación electoral dominicana2. 

Siguiendo con la muestra de los catorce países que exigen una can-
tidad mínima de votos, seis exigen representación y solo en Ecuador 

1 Este promedio incluye los casos de Argentina y México. En el primer caso se obtuvo un 
factor a partir de los niveles de participación en el último proceso electoral, con lo cual 
se determinó que los inscritos equivalen a 1.26% del total de los válidos. En el caso de 
México se hizo lo propio, determinando que los emitidos equivalen a 1.02% de los válidos. 
De esa forma, se atribuye que Argentina exige 2.5% de los votos validos y México 2.02%.
2 Debido a un error de cálculo, en el artículo original de El Caribe aparece un valor medio 
del umbral de exclusión de 3.5%.
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esta representación puede ser a nivel de las alcaldías. En los tres países 
donde esta condición no es requisito, tampoco lo es una representación 
mínima. 

Al igual que la legislación dominicana, en la mayoría de países 
donde confluyen los requisitos de cantidad de votos y representación 
mínima, ambas exigencias tienen un carácter supletorio, donde el cum-
plimiento de una de ellas basta para conservar el reconocimiento de la 
personalidad jurídica. Únicamente Colombia tiene un régimen dife-
rente, según el cual un partido nacional tiene la obligación de obtener 
el 2% de los votos, salvo que se trate de una organización con un re-
presentante de las circunscripciones especiales de las minorías étnicas 
o políticas.

Por último, de los diecisiete países considerados, diez (59%) pre-
sentan disposiciones respecto de la participación de los partidos en los 
procesos electorales, so pena de perder la personalidad jurídica. Pese 
a los diferentes niveles de elección que se consideran en cada caso, se 
puede cuantificar que en cuatro de estos países se pierde el reconoci-
miento por la no concurrencia a un proceso electoral, mientras que en 
seis ocurre lo mismo tras la ausencia a dos certámenes electorales.

Consideraciones finales

La legislación dominicana no figura entre las más rigurosas en cuan-
to a los requisitos para que los partidos conserven su personería jurídica. 
Así lo atestigua el hecho de que el umbral de exclusión contenido en la 
reglamentación dominicana y en la propuesta presentada por la jce sea 
una cantidad de votos válidos del orden de 1.4 puntos por debajo de la 
media de los países que tienen un requisito similar 

Otro elemento que se cita en ese sentido es que la representación 
mínima exigida en los países que disponen al respecto siempre hace 
referencia al sector legislativo y no al municipal, como en el caso do-
minicano. La única excepción es Ecuador, que requiere el 8% de las 
alcaldías, mientras que en República Dominicana ha sido suficiente 
con una regiduría.
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Por último, debe señalarse que las variables consideradas en este ca-
pítulo describen de manera general los requisitos para que un partido 
mantenga su reconocimiento. Sin embargo, no son excluyentes de otras 
previsiones que pueda tener alguno de los países considerados. Se desta-
ca el caso de Argentina y Paraguay, donde la no celebración de procesos 
internos para la elección de las autoridades partidarias en un período 
determinado es causa de extinción. Elementos cualitativos como este 
pueden ser considerados por las cámaras legislativas dominicanas, donde 
se ha asegurado que la democracia interna es prioridad de la reforma. 

II. Procesos internos para la elección de candidatos 

Las previsiones legales acerca del proceso de elección de candidatos 
a cargos electivos contenidas en la legislación electoral dominicana 
vigente, en los proyectos de ley de la jce enviados al Congreso y en la 
legislación latinoamericana serán el tema a desarrollar en el presente 
capítulo.

El proceso de elección de candidatos se lleva a cabo mediante elec-
ciones internas, primarias o convenciones. Las elecciones primarias, o 
internas, pueden ser abiertas, semiabiertas o cerradas. En las abiertas 
pueden votar todos los ciudadanos con derecho al voto, independien-
temente de su militancia partidaria. En las semiabiertas, tienen dere-
cho al voto los miembros del partido y los ciudadanos que no perte-
nezcan a otro partido. En las cerradas solo tienen derecho al voto los 
militantes registrados en el padrón del partido que realiza las primarias. 
Estas definiciones, si bien son de uso común, no son absolutas. Un 
ejemplo de ello es que la Ley Electoral No. 275-97 utiliza el término 

“convención” para referirse a la pluralidad de procesos que utilizan los 
partidos en la escogencia de los candidatos a cargos electivos.

Las convenciones o asambleas corresponden al proceso eleccionario 
interno de los partidos en que los candidatos a cargos electivos son 
designados por órganos colegiados.
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Procesos de selección de candidatos en la legislación dominicana

En el caso dominicano, los partidos han gozado de plena libertad 
para decidir la forma en que designan sus candidatos. Los estatutos 
del Partido Reformista. Los estatutos del Partido Reformista Social 
Cristiano (prsc) establecen cinco mecanismos posibles que pueden ser 
empleados para tales propósitos: tres tipos de primarias cerradas, una 
primaria semiabierta y una asamblea de delegados, o convención. En 
el Partido de la Liberación Dominicana (pld) se realizan primarias ce-
rradas para elegir a la mayoría de los candidatos, mientras en el Partido 
Revolucionario Dominicano (prd) la elección es por medio de prima-
rias semiabiertas, especialmente en los procesos que se llevan a cabo en 
el Distrito Nacional; sin embargo, muchos candidatos son designados 
por la cúpula de los partidos.

En el año 2004 fue promulgada la Ley No. 286-04 bajo el consi-
derando de que “como expresión auténtica de una democracia plena, 
efectiva y participativa, los partidos políticos deben aplicar mecanis-
mos de elección popular libres, abiertos y democráticos”. Esa legisla-
ción estableció que todos los partidos seleccionarían sus candidatos 
para los diferentes cargos electivos mediante elecciones primarias 
abiertas, de voto directo y secreto; también estableció la simultanei-
dad de los procesos: las primarias de todos los partidos serían realizadas 
el mismo día.

Según interpretación de algunos, la Ley No. 286-04 ajustó los par-
tidos políticos dominicanos a lo que es la máxima expresión de par-
ticipación democrática. Toda la ciudadanía, independientemente de 
su militancia partidaria, podría elegir los candidatos de cada partido. 
Otros objetan que dicha ley permite a personas no afiliadas, e incluso 
afiliadas a otros partidos, influir en la candidatura del partido que rea-
liza su elección. En el debate en torno a la ley en cuestión tuvieron 
especial importancia los argumentos respecto a la autonomía partidaria 
para decidir la forma en que se realicen los procesos internos.

Antes de que esa legislación tuviera su primera oportunidad de apli-
cación, la Fundación Derecho y Democracia, Inc., elevó un recurso 
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directo de inconstitucionalidad que fue acogido por la Suprema Corte 
de Justicia. En marzo de 2005, la Ley No. 286-04 fue declarada como 
no conforme a la Constitución y quedó derogada en todas sus partes. 

El Proyecto de Ley de Partidos y Agrupaciones Políticas de la JCE 
establece que el único mecanismo para la selección de candidatos se-
rán las elecciones primarias. Los partidos podrán escoger el tipo de 
padrón o lista de electores que deseen utilizar, decidiendo con ello el 
tipo de primarias a realizar (abiertas, semiabiertas o cerradas).

La implementación de las primarias significa la participación (o al 
menos el derecho a hacerlo) de cuando menos todos los miembros de 
cada partido en la elección de los candidatos. Su obligatoriedad for-
talece a las bases y dirigencias medias frente a las cúpulas partidarias 
y propugna por las fórmulas democráticas. Sin embargo, el proyecto 
contempla que la alta dirección de los partidos podrá reservar hasta el 
20% de las candidaturas para ser asignadas fuera de las primarias.
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Procesos de selección de candidatos en la legislación  
de América Latina 

De los diecisiete países latinoamericanos considerados, tres no re-
gulan los procesos internos de selección de candidatos por parte de 
los partidos políticos; siete dejan en libertad a los partidos para fijar 
la modalidad en sus estatutos, y siete regulan detalladamente dichos 
procesos. 

• Chile, El Salvador y Nicaragua son los únicos países de los con-
siderados en este capítulo que no tienen previsiones legales sobre los 
procesos internos para la elección de candidatos.

• En las legislaciones de Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Mé-
xico, Panamá y Perú se indica que los estatutos de los partidos deben 
establecer la forma en que designarán sus candidatos.

• Argentina, Ecuador, Guatemala, Honduras, Paraguay, Venezuela 
y Uruguay establecen mecanismos específicos para la elección de can-
didatos. De este grupo, Ecuador se asemeja a aquellos que dejan a los 
estatutos de los partidos definir la forma de elección, ya que el deno-
minado Código de la Democracia prescribe las opciones de primarias 
abiertas, cerradas o elecciones representativas (convenciones).

Guatemala es el único país donde la ley establece que los partidos 
utilizarán específicamente órganos colegiados para la selección de sus 
candidatos. Esta realidad parte de una legislación altamente interven-
tora en la vida de los partidos que regula numerosos aspectos de su 
organización interna e inclusive dicta funciones a sus órganos de direc-
ción y puestos de dirigencia.

Honduras, Paraguay y Venezuela establecen, aunque no de manera 
explícita, la realización de primarias al menos cerradas. Esas disposi-
ciones, que aparecen como garantía de igualdad de todos los afiliados 
de los partidos para elegir y ser elegidos en candidaturas propuestas por 
el partido político, encuentran reproducción en los estatutos de los 
partidos.
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Por último se encuentra el caso de Argentina y Uruguay. Esos dos 
países establecen las primarias abiertas y simultáneas como mecanismo 
obligatorio. En el caso de Argentina, la ciudadanía no sólo puede vo-
tar, sino que tiene la obligación de acudir a sufragar en las elecciones 
primarias.

En cuanto a la simultaneidad, sólo Argentina, Honduras y Uruguay 
establecen elecciones primarias simultáneas. En Argentina y Uruguay, la 



Partidos Políticos 25

característica de esos procesos los hacen lucir como unas elecciones ge-
nerales: utilizan el padrón de electores y son organizados por los órganos 
electorales del país. 

III. Cuota femenina 

Las denominadas “leyes de cuotas” reservan un mínimo de candi-
daturas a cargos electivos para un segmento específico de la población. 
Cuando la previsión se orienta a fomentar la participación de mujeres 
se suele denominar cuota femenina. 

Se trata de un tipo de acción afirmativa que persigue la igualdad 
entre hombres y mujeres en el ejercicio del poder político. Mientras 
algunos sugieren que el trato diferenciado es contradictorio al propio 
objetivo planteado, otros argumentan que los efectos de las condicio-
nes de desigualdad prexistentes solo pueden eliminarse mediante este 
tipo de acciones.

En palabras de la fenecida socióloga dominicana Isis Duarte (2001), 
las acciones afirmativas parten de la confirmación empírica de que, 
pese a que la mayoría de las constituciones modernas consagran el 
principio de la no discriminación, en la práctica existen barreras so-
cioculturales y fuertes condicionamientos históricos que impiden ma-
terializar este principio.

Cuota femenina en la legislación dominicana 

La Ley No. 275-97, promulgada el 21 de diciembre de 1997, de-
terminó por primera vez que en República Dominicana los partidos 
otorgaran un porcentaje de sus candidaturas a mujeres. La ley definió 
que un mínimo de 25% de los candidatos a cargos electivos debía ser 
de sexo femenino. Posteriormente, el 30 de marzo de 2000, esta ley fue 
modificada por la No. 12-00, que incrementó el porcentaje a 33.33%, 
especificando que no incluía los cargos electivos de senador y síndico 
(alcalde, a partir de la Constitución de 2010). 
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Sin embargo, el mismo día fue promulgada la Ley No. 13-00 que 
modificó la antigua Ley de Municipios No. 3455 y estipuló que los par-
tidos debían incluir al menos una mujer en las candidaturas a síndico 
o a las de vicesíndico de cada municipio. Esto quiere decir que cuan-
do un partido presentare un candidato a síndico, debía presentar una 
candidata a vicesíndica y viceversa. Este dispositivo se mantuvo en el 
artículo 34 de la nueva Ley de Municipios No. 176-07.

El Proyecto de Ley de Partidos y Agrupaciones Políticas no modifi-
caría el marco legal vigente en cuanto al porcentaje de candidatas que 
debe presentar cada partido, ya que hace referencia a la Ley Electoral 
y al 33.33% de candidaturas femeninas en ella previsto. No obstante, 
detalla la forma de aplicación de la cuota femenina, lo que hasta ahora 
había sido hecho por resoluciones de la jce: cuando las precandidatas 
no obtengan suficiente votación para constituirse como candidatas en 
un 33.33% de los cargos de la lista de candidaturas plurinominales, los 
precandidatos menos votados serán sustituidos por las precandidatas 
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más votadas. Esta forma evitaría el principio de alternabilidad aplicado 
en las resoluciones de la jce, que en 2010 estableció la colocación de 
una mujer cada tres pociones. Acorde con el Proyecto de Ley de Parti-
dos, las mujeres podrían ser siempre las últimas de las listas.

Sin embargo, meses después de que la jce presentara el Proyecto 
de Ley de Partidos, introdujo al Congreso el Proyecto de Reforma a 
la Ley Electoral, que sí contempla cambios significativos en la cuota 
femenina, lo que debe considerarse como una variación a la propuesta 
inicial del órgano electoral. 

En este caso, el 50% de los candidatos a diputados y regidores de-
berán ser mujeres. Más significativo aún es que “todas las propuestas 
de candidaturas utilizarán el mecanismo de alternancia por sexo, es 
decir, mujer-hombre u hombre-mujer, de forma que dos personas del 
mismo sexo no podrán estar en forma consecutiva en la propuesta”. La 
alternancia en las listas garantiza no sólo que el 50% de los nominados 
sea de sexo femenino, sino que efectivamente resultarán electas en una 
proporción muy similar, siempre y cuando las listas sean cerradas y blo-
queadas. Esa modalidad se opone al voto preferencial (listas cerradas y 
desbloqueadas) eliminado por una resolución de la jce en octubre de 
2010, luego de las elecciones. Las listas cerradas y desbloqueadas son 
contempladas en el Proyecto de Reforma a la Ley Electoral de la jce.

Cuota femenina en la legislación de América Latina

De los diecisiete países de América Latina contemplados en este 
análisis, solo Chile, Colombia, El Salvador y Guatemala (24%) no 
establecen en sus legislaciones un mínimo de candidaturas para ser 
otorgadas a la mujer. En Colombia, una ley de cuota femenina que es-
tablece el 30% de las candidaturas de los partidos fue declarada incons-
titucional en 2001; sin embargo, existe y está vigente en ese país, una 
ley de cuota femenina de igual porcentaje para cargos administrativos 
del gobierno.

Entre los países que tienen ley de cuota para la presentación de 
candidaturas a cargos electivos, Uruguay simplemente establece que 
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las candidaturas deben estar compuestas por personas de ambos sexos, 
sin especificar porcentaje. De esa forma, una interpretación literal de 
la norma señala que el mínimo es al menos una candidata.

De los restantes doce países, nueve aplican la cuota femenina, tanto 
en el ámbito legislativo como en el municipal. Son excepciones Argen-
tina, México y Nicaragua. En los dos primeros, la previsión se limita al 
plano legislativo, mientras que en Nicaragua se modificó la ley en marzo 
de 2012 con el objetivo de instituir la Ley de Cuota Femenina a escala 
municipal. Cabe destacar que esta nación centroamericana, sin contar 
con una ley de cuota en el ámbito legislativo, es el país con mayor repre-
sentación legislativa femenina –dentro de los diecisiete considerados en 
este estudio–, de acuerdo con datos del Mapa de Mujeres en la Política 
elaborado por la onu, correspondiente a enero de 2012. 

Bolivia, Costa Rica, Ecuador, Nicaragua y Venezuela han dado el 
paso propuesto en el Proyecto de Reforma a la Ley Electoral domini-
cano: establecer el 50% de las candidaturas para cada sexo basado en 
el principio de alternancia en las listas. En Venezuela fue establecido 
mediante una resolución del órgano electoral como interpretación a la 
Constitución de 2008. En Nicaragua, como fue dicho, queda limitado 
al plano municipal. 

Como ha de esperarse, estos últimos países, a excepción de Ecuador, 
utilizan listas cerradas y bloqueadas para las circunscripciones plurino-
minales (como las que han correspondido a las regidurías en el caso 
dominicano).

Consideraciones finales

La aplicación de la cuota femenina en República Dominicana y 
en otros países significó un aumento de la cantidad de representantes 
efectivamente electas, confirmando que su implementación contribuye 
a fomentar la participación de la mujer en la política. Pese a ello, su 
aplicación devela una gran complejidad en el sistema electoral y de 
partidos. Muchas veces se han producido réplicas sobre la justeza de 
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que un precandidato sea despojado de su candidatura por una precan-
didata menos votada.

No obstante, la complejidad supera ese ámbito particular y extiende 
el debate, por un lado, a las concepciones sobre la democracia desde la 
que se parte; por el otro, a las reglas de juego que determinan el sistema 
electoral.

De esa forma, se puede partir de la concepción de justicia social, 
que prioriza la igualdad entre ciudadanos, o de la concepción liberal 
de la democracia, que prioriza la libertad de elección. Aunque estas 
dos concepciones no son opuestas y deben complementarse en una 
suerte de codependencia, en la práctica, tomar una u otra perspectiva 
ha dado origen a los grandes antagonismos filosófico-políticos y econó-
micos de los últimos siglos. 

Por último, la contrastación de los dos proyectos de ley de la jce 
pone de manifiesto la complicada labor legislativa que en estos mo-
mentos se realiza en el Congreso. El hecho de que el Proyecto de Ley 
de Partidos haya sido sometido antes que el de Reforma a la Ley Elec-
toral y la mediatización que de él han hecho actores políticos puede ir 
en detrimento de la coherencia del proceso de reforma. El porcentaje 
de la cuota femenina es ejemplo de ello.

IV. Financiamiento público directo a los partidos 

El financiamiento a los partidos políticos, que puede ser público o 
privado, es uno de los temas de mayor interés a la hora de discutir un 
marco legal para organizaciones políticas. Por el lado positivo, el finan-
ciamiento público reduce su dependencia de los grupos de intereses 
económicos y los hace menos vulnerables al crimen organizado; por 
el lado negativo, este tipo de financiamiento puede crear una fuerte 
dependencia estatal y llevar a la pérdida de contacto con la sociedad 
(Gidlund, en Zovatto, 2007).

La legislación latinoamericana en este sentido tiende a favorecer el 
financiamiento mixto, que combina el público y privado, con distinto 
alcance y nivel de restricción. 
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En este capítulo se analizan los criterios de distribución del finan-
ciamiento público directo partidario en América Latina; es decir, bajo 
qué criterios y condiciones se asignan fondos del erario público a los 
partidos políticos. Como se explicó en la introducción, no se contem-
pla el financiamiento público exclusivamente electoral, que muchas 
veces responde a otros criterios, sino el permanente a los partidos. 

De 17 países investigados para este trabajo, solo once son conside-
rados en el análisis. Chile, El Salvador, Honduras y Nicaragua fueron 
excluidos debido a que únicamente otorgan financiamiento electoral 
y no cuotas periódicas o montos totales destinados a formar un fondo 
partidario permanente para actividades regulares. Bolivia y Venezuela 
también son excluidos, ya que no conceden financiamiento público a 
los partidos.

El caso dominicano

En 1997, la Ley No. 275-97 estableció por primera vez el financia-
miento público directo a los partidos políticos en República Domini-
cana. En su forma original, la asignación fue altamente proporcional 
a la fuerza electoral y por consiguiente, muy favorable a los partidos 
grandes. En 2005, las modificaciones introducidas por la Ley No. 289-
05, establecieron una asignación más igualitaria, pero que excluye de 
la mayor parte de los recursos a los partidos que no obtienen al menos 
5% de los votos válidos.

La tabla 7 muestra los cambios ocurridos en la legislación domini-
cana y lo que establece el Proyecto de Ley de Partidos Políticos que 
cursa en el Congreso. Como se observa, el proyecto se inclina a favor 
de que la asignación de fondos públicos a los partidos políticos se haga 
en proporción a la fuerza electoral y deja solo el 20% a la distribución 
igualitaria. De aprobarse como fue sometido por la jce, el país volvería 
a un marco similar al establecido por la antigua Ley No. 275-97.
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La experiencia latinoamericana

Fuente de financiamiento
El monto total de la contribución estatal permanente a los par-

tidos políticos es determinado de forma distinta en cada país. Pese a 
las diferencias, los criterios se pueden agrupar en cuatro: (i) dando un 
valor monetario a cada voto, (ii) dando un valor monetario a cada 
ciudadano inscrito en el registro, (iii) consignando un porcentaje fijo 
de los ingresos o egresos estatales del presupuesto, (iv) consignando un 
monto absoluto anual en el presupuesto. En algunos países se contem-
plan otras fuentes adicionales, como los ingresos estatales por concepto 
de multas.

En cuatro (36%) de los once países latinoamericanos con financia-
miento estatal a la actividad partidaria, el monto anual del mismo se 
determina multiplicando los votos por una cantidad determinada, un 
valor monetario que suele ser ajustable, estos son: Guatemala, Paraguay, 
Uruguay y Perú. Mientras los tres primeros toman en cuenta los votos 
válidos, Perú considera los votos emitidos. Sin embargo, en este último 
caso la norma se aplica de forma que, a la hora de la distribución del 
total, el 100% es formado sólo por los votos validos obtenidos por los 
partidos que tienen derecho al financiamiento. 

En Brasil, Colombia y México (27% de la muestra), el monto total 
es determinado por la cantidad de inscritos en el registro electoral, en 
tanto que Costa Rica, Ecuador y Panamá establecen un porcentaje fijo 
consignable en el presupuesto (en el caso de Costa Rica, como porcen-
taje del producto interno bruto). Argentina es el único país en el que 
el monto del financiamiento no está establecido por ley. 

El umbral para el financiamiento (condiciones mínimas  
para el financiamiento)

De los once países de América Latina considerados en este análisis, 
cinco (45%) contemplan algún tipo de condición mínima adicional 
(umbral), más allá del registro, para acceder a fondos públicos. En Ar-
gentina se considera una cantidad porcentual de votos; en Costa Rica 
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y Guatemala se prescribe una condición disyuntiva o supletoria: los 
partidos deben alcanzar un porcentaje de votos (4 y 5 por ciento, res-
pectivamente) o en su defecto, tener representación congresual, mien-
tras que en Perú y Uruguay, es preciso tener representación congresual.

En cuatro de estos países, los partidos que no alcanzan el umbral 
mínimo establecido quedan excluidos por completo de la recepción 
de fondos. Sólo Argentina excluye únicamente de una parte de los 
mismos (la mayor parte), tal como sucede en la legislación actual do-
minicana. La diferencia es que mientras en Argentina es obligatorio 
obtener una cantidad de votos equivalente al 1% del total de inscritos 
en el padrón, en República Dominicana se ha establecido el 5% de los 
votos validos del último proceso electoral. En ese tenor, el Proyecto de 
Ley de Partidos presentado por la jce eliminaría todo umbral cuanti-
tativo, lo que equivale a decir que todo partido, por el hecho de estar 
registrado, tendría acceso a la totalidad del financiamiento público. 

Distribución de los fondos públicos
En general, los fondos públicos asignados a los partidos se distri-

buyen en proporción a la fuerza electoral y/o a la representación par-
lamentaria, aunque también existe la distribución equitativa de los 
mismos. Rara vez se utiliza uno solo de estos criterios: mayormente se 
recurre a un criterio mixto, según el cual una parte se consigna iguali-
tariamente entre todos los partidos y la otra, de acuerdo a los votos o 
escaños congresuales obtenidos. 

De los once países considerados, siete (64%) usan el criterio mixto 
para la distribución de los fondos públicos entre los partidos; los cuatro 
restantes (Costa Rica, Guatemala, Paraguay y Uruguay) lo hacen de 
forma proporcional y ninguno utiliza la distribución igualitaria como 
único criterio.

Consideraciones finales

De este rápido análisis se concluye que la legislación latinoamerica-
na prioriza la distribución proporcional del financiamiento público per-
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manente a los partidos políticos (fondo partidario). Esto es, los fondos 
se distribuyen en proporción a los votos válidos obtenidos en el último 
proceso electoral. El valor medio de esa proporción ronda el 79% y los 
montos asignados de forma igualitaria promedian el 21%. 

El Proyecto de Ley de Partidos y Agrupaciones Políticas de la jce si-
gue, en este sentido, la tendencia latinoamericana. Sin embargo, cabe 
observar que muchos de los países de la región están realizando refor-
mas políticas en las que se contemplan distribuciones más igualitarias 
de los fondos públicos.

La interpretación literal del proyecto de la jce eliminaría el domi-
nio sobre el 80% de los fondos que tienen los tres partidos que regular-
mente superan el 5% de los votos válidos. La distribución altamente 
proporcional que contempla el proyecto, incrementaría ligeramente la 
proporción de los ingresos que reciben los partidos emergentes, pero 
notablemente la de los dos partidos mayoritarios. El aumento de los 
partidos emergentes sería a costa del tercer partido grande, el Partido 
Reformista Social Cristiano (prsc). 

El prsc ha recibido tradicionalmente los mismos fondos que el Par-
tido Revolucionario Dominicano y el Partido de la Liberación Domini-
cana (salvo en 2009 y 2010). Sin embargo, desde el 2004, la cantidad 
de votos obtenidos por esta agrupación ha sido varias veces menor a la 
recibida por el pld y el prd. El paso al modelo de repartición altamente 
proporcional significaría que el prsc, que recibió el 26.67% del monto 
asignado a los partidos, apenas obtendría alrededor de 6%. 



Hacia una ley de partidos en República Dominicana36



Partidos Políticos 37



Hacia una ley de partidos en República Dominicana38



Partidos Políticos 39

V. Financiamiento privado a los partidos 

En el capítulo anterior se abordaron los criterios de distribución del 
financiamiento público directo a los partidos y se contrastó la legisla-
ción dominicana vigente y el Proyecto de Ley de Partidos de la Junta 
Central Electoral (jce) con la de otros países latinoamericanos. Este 
capítulo repite el ejercicio, orientando el análisis hacia la regulación 
del financiamiento privado. 

El financiamiento privado a los partidos constituye un tema de vital 
importancia para la democracia. Su baja regulación tiende a aumentar 
la influencia de grupos económicos, a disminuir la equidad en la com-
petencia política y electoral y abre una puerta a la participación del 
crimen organizado con el lavado de dinero. (Ver Zovatto, 2007). 

Financiamiento privado a los partidos  
en la legislación dominicana

En República Dominicana, el financiamiento a los partidos polí-
ticos es mixto, admite tanto el público como el privado, siguiendo la 
tendencia latinoamericana. Consciente de los riesgos, la Ley Electoral 
No. 275-97 delimita las fuentes lícitas de este financiamiento –que en 
general se circunscriben a las contribuciones de personas naturales y 
jurídicas nacionales– y prohíben de manera explícita la participación 
de empresas que caigan dentro de la aplicación de la Ley de Inversión 
Extranjera.

Sin embargo, el marco regulador ha sido insuficiente. El hecho de 
que la ley no prohíba las contribuciones anónimas y que tampoco es-
tablezca límites a las contribuciones individuales constituye un signi-
ficante vacío.

El Proyecto de Ley de Partidos de la jce contempla la prohibición 
de las contribuciones anónimas, salvo las colectas públicas, y establece 
un límite al aporte máximo que una persona física o jurídica puede ha-
cer a un partido, el cual equivale al 0.5% de la suma correspondiente al 
partido que mayor cantidad de fondos públicos tenga asignada. 



Hacia una ley de partidos en República Dominicana40

En 2012, el Estado desembolsó RD$374,189,000.00 a cada uno de 
los tres partidos que superaron el 5% de los votos en 2010 (pld, prd y 
prsc). Se trata del mayor monto de fondos públicos desembolsado a un 
partido político. De acuerdo con lo antes expuesto, la donación máxi-
ma de un particular a un partido político para 2012 tendría el tope de 
RD$1,870,945.00, de haber estado vigente la ley de partidos.

En cuanto a la prohibición de las contribuciones hechas por perso-
nas jurídicas extranjeras, el proyecto contempla como excepción las 
provenientes de organizaciones extranjeras de carácter académico, des-
tinadas a la formación política. De igual forma, no prohíbe de manera 
explícita las contribuciones hechas por contratistas del Estado, contra-
rio a la tendencia latinoamericana. 

Financiamiento privado en América Latina

Los 17 países latinoamericanos considerados para este trabajo per-
miten alguna forma de financiamiento privado a los partidos. Sin em-
bargo, se observan particularidades en cuanto a los límites y las prohi-
biciones. 

El 94% de las naciones estudiadas (16 Estados) tiene alguna disposi-
ción que restringe el financiamiento por personas jurídicas extranjeras. 
El Salvador no dispone al respecto; Nicaragua no lo prohíbe directa-
mente, pero establece que este tipo de donaciones debe estar orientado 
a la capacitación. México prohíbe incluso las donaciones de ciudada-
nos mexicanos residentes en el exterior.

De los quince países que prohíben expresamente los aportes de per-
sonas jurídicas extranjeras, en ocho de ellos (Bolivia, Brasil, Ecuador, 
Honduras, México, Paraguay, Uruguay y Venezuela) no se plantean ex-
cepciones; en seis (Colombia, Costa Rica, Guatemala, Panamá, Para-
guay y Perú) se exceptúan las contribuciones destinadas a la formación 
política o asistencia técnica, como en el caso del Proyecto de Ley de la 
jce; en Argentina, las personas jurídicas extranjeras pueden colaborar 
con los partidos siempre y cuando residan en el país. 
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Solo cuatro países (Costa Rica, Honduras, México y Paraguay), co-
rrespondientes al 29% de la muestra, prohíben los aportes empresa-
riales a los partidos permanentemente. Ecuador los restringe durante 
las campañas electorales y Colombia se limita a vedarlos durante las 
campañas electorales presidenciales. 

De los doce países que permiten el financiamiento empresarial, siete 
prohíben las donaciones por parte de empresas contratistas del Estado 
o copropietarias de negocios con el gobierno. En Brasil, Panamá y Perú 
no está permitida la cooperación de empresas que tengan participación 
estatal, mientras que en Argentina y Venezuela la prohibición hace 
referencia a todas las empresas concesionarias del Estado. En Colom-
bia solo se refiere a contratistas del Estado cuyos ingresos provengan 
en más del 50% de los contratos con el gobierno, y en Chile, cuando 
representan más del 40%. En Uruguay el impedimento recae sobre las 
compañías que provean servicios por más de un monto determinado 
que varía anualmente, y en Ecuador incluye no solo a empresas, sino 
también a personas que tengan cualquier clase de contrato de servicios 
o de obras con el Estado. 

En dieciséis de los diecisiete países hay restricciones a las contribu-
ciones anónimas, aunque Chile, Perú y Uruguay sólo las prohíben des-
pués de un determinado monto. El único caso que reproduce el vacío 
legislativo de República Dominicana es El Salvador, donde no existen 
restricciones a las contribuciones anónimas. 

En siete países (41% del total estudiado) no hay restricción aplica-
ble al monto que un donante pueda aportar a los partidos. Estos países 
son Costa Rica, El Salvador, Honduras, México, Nicaragua, Panamá y 
Venezuela. Sin embargo, debe recordarse que en México y Costa Rica 
los aportes quedan muy limitados, ya que no se permiten donaciones 
de personas jurídicas. En Brasil, Chile, Colombia y Paraguay no hay 
topes en las contribuciones ordinarias a los partidos, pero sí en las de 
campaña. En Argentina, Bolivia, Guatemala, Perú y Uruguay aplican 
los mismos parámetros a los aportes hechos para sus actividades regu-
lares que a las de campañas electorales. Ecuador tiene previsiones para 
ambos renglones. 
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El límite a las contribuciones de un donante a un partido se deter-
mina de distintas maneras. En el caso de Ecuador, como en el proyecto 
de Ley de Partidos de la jce, es un porcentaje: el 10% de los fondos 
públicos asignados; en Argentina y Guatemala es un porcentaje del to-
tal de gastos permitidos por partido para la campaña electoral, mientas 
que en otros países hace referencia a una cantidad de unidades ajusta-
bles anualmente (unidades indexadas, en Uruguay; unidades impositi-
vas, en Perú).

Consideraciones finales

El Proyecto de Ley de Partidos y Agrupaciones Políticas de la JCE 
implementará importantes avances en torno a la regulación de las 
fuentes de ingreso de los partidos políticos. En muchos aspectos esa 
regulación entraría en consonancia con avances de la región frente a 
los cuales la legislación dominicana ha quedado rezagada. Las limita-
ciones a las contribuciones privadas y la prohibición de las que tienen 
carácter anónimo son ejemplo de ello. 

No obstante, quedan por considerar restricciones explícitas a em-
presas contratistas del Estado o empresas con participación del Estado. 

En otro orden, el proyecto de la jce se enfoca en las contribuciones 
hechas a los partidos y deja de lado las donaciones a los candidatos. En 
países como Guatemala y Perú, es obligatorio que estos aportes sean 
canalizados a través de los partidos que los nominan. Si eso se combina 
con la condición de que sólo los partidos tengan capacidad para con-
trataciones de publicidad proselitista, se podría asegurar el impacto que 
se espera de mecanismos de control contenidos en el proyecto como 
son la cuenta única y la nómina de contribuyentes.
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VI. Acceso de los partidos a los medios de comunicación 

El rol de los medios de comunicación se torna cada vez más impor-
tante en el certamen electoral y el acceso a ellos por parte los parti-
dos políticos es el punto central de los mismos. Por tal razón, junto al 
criterio de distribución del financiamiento público y la regulación del 
financiamiento privado –abordados en los capítulos precedentes– este 
tema completa una trilogía decisiva para la definición de elecciones 
verdaderamente competitivas. 

Este capítulo plantea las principales preocupaciones en torno a las 
regulaciones concernientes al acceso de los partidos a los medios de 
comunicación, en el sentido de que los medios estatales –en cumpli-
miento de las funciones que les asigna la ley– y los medios privados 

–movidos por el afán de lucro– cumplen la función social de canalizar 
los mensajes de las organizaciones que contienden en el proceso elec-
toral. La regulación de esa función social busca promover la equidad 
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en las oportunidades que tienen los partidos de incidir en la valoración 
que los votantes hacen de sus candidatos y sus ofertas electorales.

Otro punto tratado es el concerniente a las restricciones a la pu-
blicidad gubernamental durante el período electoral. La rentabilidad 
electoral que perciben los partidos de gobierno de la publicidad estatal 
se opone a la necesaria vulnerabilidad electoral de los mismos. Di-
cha vulnerabilidad, acorde con el científico político Stefano Bartolini 
(1999), es una de las características de las elecciones competitivas. 

El acceso partidario a los medios en República Dominicana

La legislación electoral dominicana ha sido sumamente tímida en 
regular el acceso de los partidos políticos a los medios de comunicación, 
limitándose a establecer el uso gratuito de los medios de comunicación 
estatal. 

Además de la anterior, otra medida legal tendiente a la igualdad 
está contenida en el artículo 94 de la Ley Electoral No. 275-97, que es-
tablece que los medios no podrán impedir o restringir sus servicios a los 
partidos políticos que estén dispuestos a pagar las tarifas acostumbradas 
para utilizarlos, que no podrán ser mayores para la actividad política 
que las que se pagan por dichos espacios. Esta medida ha sido incluida 
en la propuesta de reforma a la Ley Electoral, estableciendo como no-
vedad que la tarifa a las organizaciones políticas será determinada por 
el promedio de las tarifas cobradas por cada empresa durante los seis 
meses anteriores a la apertura de la campaña electoral.

El Proyecto de Ley de Partidos sometido al Congreso por la jce pro-
pone la regulación de la publicidad gubernamental durante el período 
de campaña. El párrafo 2 del artículo 53 del proyecto establece: 

Se prohíbe el uso de recursos públicos provenientes de cualquiera 
de los poderes e instituciones del Estado, incluyendo los ayuntamien-
tos municipales, para financiar actividades de rentabilidad electoral 
particular, inclusive aquellas que se deriven de inauguraciones oficiales 
de obras construidas por cualquiera de sus instancias durante el período 
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correspondiente a seis (6) meses antes del día de las elecciones genera-
les convocadas para cualquiera de sus niveles.

La propuesta de Reforma a la Ley Electoral complementa el proyec-
to de los partidos políticos al disponer, como la legislación actual, el 
acceso gratuito de las organizaciones partidarias a los medios de comu-
nicación del Estado. Sin embargo, en ambas propuestas de la jce quedó 
pendiente el uso gratuito de los medios privados, los cuales suelen te-
ner mucha mayor audiencia que los estatales. Lo mismo ocurre con el 
establecimiento de límites a la compra de publicidad privada: tampoco 
fue considerado en los proyectos de la jce. 

El acceso partidario a los medios en América Latina

De los diecisiete países considerados en este trabajo, catorce per-
miten el acceso gratuito de los partidos a los medios de comunicación 
públicos o privados durante el período electoral. En nueve de ellos 
(Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, El Salvador, México, 
Paraguay y Perú) el acceso gratuito es válido tanto para los medios 
públicos como para los privados, mientras que en los cinco restantes 
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(Bolivia, Guatemala, Nicaragua, Panamá y Uruguay), como en el caso 
dominicano, sólo se puede accesar gratuitamente a los medios estatales. 
Costa Rica, Honduras y Venezuela no permiten el uso sin cargos de 
ambos tipos de medios.

Sobre la compra de publicidad, de los países considerados, doce per-
miten la contratación privada de espacios publicitarios y cinco la pro-
híben, siendo estos últimos Argentina, Brasil, Chile, Ecuador y México, 
cinco de las naciones que disponen el acceso gratuito a publicidad tan-
to en medios de comunicación estatales como en los privados.

De los doce países que permiten la compra de publicidad privada, 
en cinco de ellos (Costa Rica, El Salvador, Honduras, Panamá y Uru-
guay) es permitida la compra ilimitada de publicidad, mientras que en 
los siete restantes (Bolivia, Colombia, Guatemala, Nicaragua, Paraguay, 
Perú y Venezuela) se establecen límites. 

Partiendo de los cuatro aspectos considerados hasta el momento 
y de acuerdo con el grado de regulación del acceso a los medios, los 
países se pueden dividir en seis categorías. En la primera figuran Costa 
Rica y Honduras, países que no prevén el uso gratuito de los medios, 
permiten la contratación privada de publicidad y no ponen límites a la 
cantidad de la misma que puedan contratar los partidos. 

Panamá y Uruguay entran en la segunda categoría: permiten el ac-
ceso gratuito a los medios estatales, la contratación privada de publi-
cidad y no ponen límites directos a esa contratación. En este grupo se 
encuentra también República Dominicana, donde continuará si los 
proyectos son aprobados por el Congreso en su redacción actual.

El Salvador se encuentra solo en la tercera categoría: establece el 
acceso gratuito a medios públicos y privados, permite la contratación 
privada de publicidad y no pone límites a la cantidad de espacios con-
tratables. 

Bolivia, Guatemala, Nicaragua y Venezuela entran en una cuarta 
categoría: contemplan el acceso gratuito a medios de comunicación 
estatal y permiten la contratación privada, aunque la limitan a una 
cantidad determinada de espacios o tiempo.
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Colombia, Paraguay y Perú, además de encajar en la categoría ante-
riormente descrita, le añaden a la misma el acceso gratuito a los medios 
privados. 

Por último, Argentina, Brasil, Chile, Ecuador y México permiten el 
acceso gratuito a los medios, pero prohíben la contratación privada (en 
el caso de Chile, el impedimento refiere a la televisión abierta). 

Un último aspecto a considerar es la limitación a la publicidad esta-
tal durante la campaña, entendida esta como aquella, diferente a la de 
los órganos electorales, dirigida a promocionar el buen desempeño del 
gobierno (inauguraciones, ejecución de proyectos, etcétera). Con este 
mecanismo se pretende evitar que el partido en el gobierno (central, 
municipal, estatal o congresual) tenga una cuota extra de propaganda, 
denominada por los partidos de oposición como “publicidad electoral 
enmascarada”.

Argentina, Bolivia, Ecuador, Guatemala, México, Panamá y Perú 
son los siete países con legislaciones que establecen limitaciones a la 
publicidad estatal durante el período electoral. La limitación varía sig-
nificativamente de país a país, por ejemplo: 

En Argentina, la prohibición refiere a los últimos quince días an-
teriores al día de las elecciones, siendo, por su corta duración, el más 
benigno de los siete países.

Panamá no prohíbe la publicidad estatal, pero indica que el Go-
bierno no utilizará más cuñas que el promedio de las utilizadas durante 
los seis meses que anteceden a las votaciones. La limitación abarca el 
período del último mes antes de las elecciones. 

En Guatemala, la restricción recae sobre los funcionarios, quienes 
no podrán aparecer en la publicidad, y sobre las inauguraciones de 
obras, que no se harán públicas. 

En Bolivia, Ecuador, México y Perú la prohibición es universal: no 
está permitida la publicidad estatal mientras dure la campaña electoral. 
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Consideraciones finales

Considerando las variables utilizadas en este capítulo y las clasifica-
ciones realizadas, conviene repasar y hasta elaborar nuevas divisiones 
que incluyan el caso dominicano. El marco legal propuesto por la jce 
ubicaría a República Dominicana en tres grupos respecto al total de 
países que constituyen minorías.  La primera minoría concentra a los 
países que prohíben o limitan la publicidad estatal durante el período 
de campaña. La segunda la componen aquellos países que no estable-
cen límites a la compra de publicidad privada ni la prohíben totalmen-
te. La tercera está integrada por los países que no contemplan el acceso 
gratuito a los medios de comunicación privada.

Por un lado, la primera minoría favorece la competencia electoral, 
dentro de la cual, siete países acompañarían a República Dominicana; 
las últimas dos podrían considerarse, según la opinión del autor, como 
no favorables a la igualdad de condiciones de los partidos, cinco países 
compartirían –y comparten actualmente– lugar dentro de cada grupo 
con República Dominicana.

Por último, cabe indicar que otras variables relacionadas con el ac-
ceso de los partidos políticos a los medios de comunicación no fueron 
consideradas en este análisis, pero se plantean para consideración del 
lector y futuras profundizaciones. Entre las mismas están los criterios 
para la asignación de las cuotas gratuitas entre los diferentes partidos y 
las regulaciones para la colocación y selección de los medios en la pu-
blicidad privada comprada cuando está sometida a límites, entre otras.  
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